ACCION DE REPARACION DIRECTA - Por incursión guerrillera / INCURSION GUERRILLERA - Contra la Estación de Policía y Banco Agrario / DAÑO ANTIJURIDICO - Disminución patrimonial por destrucción de viviendas en ataque guerrillero / INCURSION GUERRILLERA - Tuvo lugar el 5 de agosto de 2000 en El Carmen de Atrato
El acervo probatorio así constituido, permite tener por demostrado que el 5 de agosto de 2000, la población de El Carmen de Atrato fue víctima de una violenta incursión guerrillera dirigida contra la estación de policía y el Banco Agrario que resultó no sólo en su destrucción, sino en la de las viviendas vecinas incluidas las de los demandantes. (…) En el caso sub lite, la disminución patrimonial de Lucila Gutiérrez Saldarriaga, Hernán Machado Vásquez, Marlene de Jesús Cardona Cardona y Francisco Alberto e Iván Darío Correa Quintero, originada en la destrucción de los inmuebles de su propiedad con ocasión de la incursión guerrillera ocurrida 5 de agosto de 2000, es suficiente para acreditar el daño antijurídico del cual se derivan los perjuicios cuya reparación solicitan. 

ACCION DE REPARACION DIRECTA - Competencia / COMPETENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO - Conoce del recurso de apelación como juez de segunda instancia / VOCACION DE DOBLE INSTANCIA - Para conocer superior debe superar cuantía para tal efecto

Con base en el artículo 129 del C.C.A., modificado por el artículo 37 de la ley 446 de 1998 referido a la competencia del Consejo de Estado en segunda instancia, la Corporación, en la Sala Contenciosa Administrativa, conocerá en segunda instancia de las apelaciones de las sentencias dictadas en primera instancia por los tribunales, en el mismo sentido del artículo 212 del C.C.A., subrogado por el artículo 51 del Decreto 2304 de 1989. Así, la Corporación es competente para conocer del asunto, en virtud del recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, en proceso con vocación de segunda instancia ante el Consejo de Estado.

FUENTE FORMAL: CODIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - ARTICULO 129 / CODIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - ARTICULO 212 / LEY 446 DE 1998 - ARTICULO 37 / DECRETO 2304 DE 1989 - ARTICULO 51

RECURSO DE APELACION - Se entiende interpuesta en lo desfavorable al apelante / RECURSO SE APELACION - Competencia del superior se limita a lo planteado por el apelante / RECURSO SE APELACION - Limites del ad quem
En sentencia de unificación jurisprudencial proferida por la Sección Tercera de esta Corporación, se estableció que la apelación “debe entenderse interpuesta únicamente en relación con aquello que en el fallo impugnado resultare perjudicial o gravoso para el recurrente”, motivo por el cual “el juez de la segunda instancia está en el deber de respetar y de mantener incólume, para dicho recurrente único –y con ello para el resto de las partes del proceso–, los demás aspectos de ese fallo que no hubieren sido desfavorables para el impugnante o frente a los cuales él no hubiere dirigido ataque o cuestionamiento alguno, puesto que la ausencia de oposición evidencia, por sí misma, que el propio interesado no valora ni estima como perjudiciales para sus intereses los aspectos, las decisiones o las materias del fallo de primera instancia que de manera voluntaria y deliberada no recurrió, precisamente por encontrarse conforme con ellos”. NOTA DE RELATORIA: En relación con los límites del juez que resuelve recurso de apelación, consultar sentencia de 9 de febrero de 2012, Exp. 21060

LEGITIMACION EN LA CAUSA - Definición / LEGITIMACION EN LA CAUSA POR ACTIVA - Para reclamar daños causados a bienes inmuebles / LEGITIMACION EN LA CAUSA POR ACTIVA SOBRE DAÑOS CAUSADOS A BIENES INMUEBLES - Se predica del propietario, poseedor o tenedor
La legitimación en la causa es la calidad que le permite a una persona que hace parte de una relación jurídica, formular demandas u oponerse a las pretensiones que en su contra se formulen. Cuando las mismas se refieren a reclamos sobre bienes inmuebles, quien tiene la legitimación en la causa es el propietario, poseedor o tenedor del bien según la condición con la cual se presente al proceso. 

DERECHO DE PROPIEDAD - Sobre bienes inmuebles / DERECHO DE PROPIEDAD DE BIENES INMUEBLES - Se acredita demostrando el título y el modo / DERECHO DE PROPIEDAD DE BIENES INMUEBLES - Se acredita mediante escritura pública de compraventa e inscripción en oficina de instrumentos públicos del lugar del inmueble / ACREDITACION DEL DERECHO DE PROPIEDAD - Reiteración jurisprudencial 
Esta Corporación, durante muchos años, fue enfática en sostener que la propiedad sobre bienes inmuebles se asegura demostrando el título y el modo en consonancia con lo dispuesto en la legislación nacional. En efecto, se sostenía que “la propiedad de un bien de esa naturaleza se acredita, entre otros, con la escritura pública de compraventa y con la inscripción de ésta en la oficina de instrumentos públicos del lugar del inmueble. Faltando cualquiera de estos dos elementos, se entenderá que la propiedad no se encuentra acreditada”. La posición anterior fue asumida por la Sala en la sentencia del 24 de octubre de 2013, objeto de la acción de tutela del 5 de marzo del presente año. NOTA DE RELATORIA: En relación con el derecho de propiedad y su acreditación, consultar sentencia de 13 de mayo de 2014, Exp. 23128, MP. Antonio José Arciniegas Arciniegas.
LEGITIMACION EN LA CAUSA POR ACTIVA - Acreditada por propietarios de bienes afectados por incursión guerrillera

Con el fin de establecer si quienes demandaron tenían legitimación en la causa, esta Subsección estudiará las (…) pruebas que obran en el plenario, subrayando que en la demanda actuaron Lucila Gutiérrez Saldarriaga, Hernán Machado Vásquez, Marlene de Jesús Cardona Cardona y Francisco Alberto e Iván Darío Correa Quintero por los hechos ocurridos en El Carmen de Atrato los días 5 y 6 de agosto de 2000, en los cuales perdieron los inmuebles de su propiedad (…) se tiene por acreditada la legitimación en la causa por activa de los demandantes. 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Fundamento constitucional / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Elementos / ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Son el daño antijurídico y su imputación a la administración / DAÑO ANTIJURIDICO - Su calificación deriva de que el sujeto que lo sufre no tiene el deber jurídico de soportar el perjuicio 

A partir de la expedición de la Constitución de 1991, la responsabilidad del Estado se define de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 90 en virtud del cual, éste será patrimonialmente responsable por los daños antijurídicos causados por la acción u omisión imputable a sus agentes. En efecto, dos son los postulados que fundamentan dicha responsabilidad: i) El daño antijurídico, y ii) la imputación del mismo a la administración, “sin que sea posible predicar la existencia y necesidad y/o valoración y análisis de otro tipo de componentes a efectos de configurar la responsabilidad” Al respecto, la Corte Constitucional ha dicho que “la fuente de la responsabilidad patrimonial del Estado es un daño que debe ser antijurídico, no porque la conducta del autor sea contraria al derecho, sino porque el sujeto que lo sufre no tiene el deber jurídico de soportar el perjuicio, razón por la cual se reputa indemnizable”. NOTA DE RELATORIA: En relación con los elementos configurativos de la responsabilidad patrimonial del Estado, consultar sentencia de 30 de agosto de 2007; Exp. 15932, y con referencia al daño antijurídico, consultar sentencia C-333 de 1996 de la Corte Constitucional
DAÑO ANTIJURIDICO - Noción. Reiteración jurisprudencial / DAÑO ANTIJURIDICO - Su calificación deriva de que el sujeto que lo sufre no tiene el deber jurídico de soportar el perjuicio / DAÑO ANTIJURIDICO - Al vulnerarse un bien jurídicamente tutelado por la administración, se impone el deber de indemnizarlo en virtud del principio de igualdad ante las cargas públicas
Sobre la noción de daño antijurídico, esta Sección ha definido que “consistirá siempre en la lesión patrimonial o extra-patrimonial que la víctima no está en el deber jurídico de soportar”. En este sentido, el daño ocasionado a un bien jurídicamente tutelado, impone el deber de indemnizar el consecuente detrimento con el objetivo de garantizar el principio de igualdad ante las cargas públicas. NOTA DE RELATORIA: En relación con la noción del daño antijurídico, consultar sentencia de 13 de agosto de 2008, Exp. 17042
IMPUTACION - Definición / IMPUTACION JURIDICA - Supone establecer el fundamento de la obligación de reparar determinado perjuicio derivado de la materialización de un daño antijurídico / TITULOS DE IMPUTACION - Corresponden a los diferentes sistemas de responsabilidad
En lo relativo a la imputación, se entiende que se trata de la “atribución de la respectiva lesión”; en consecuencia, “la denominada imputación jurídica (imputatio iure o subjetiva) supone el establecer el fundamento o razón de la obligación de reparar o indemnizar determinado perjuicio derivado de la materialización de un daño antijurídico, y allí es donde intervienen los títulos de imputación que corresponden a los diferentes sistemas de responsabilidad que tienen cabida tal como lo ha dicho la jurisprudencia en el artículo 90 de la Constitución Política”. NOTA DE RELATORIA: Referente con los títulos de imputación en la responsabilidad patrimonial del Estado 30 de agosto de 2007, Exp. 15932 y con respecto a la diferencia entre la imputación fáctica y la jurídica, consultar sentencia de 9 de junio de 2010, Exp. 1998-0569
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Por daños causado por terceros / TITULO DE RESPONSABILIDAD OBJETIVA - Por daño especial / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR ACTOS TERRORISTAS - Derivan de que se rompe el equilibrio de las cargas públicas 
Se tiene que el daño antijurídico puede ser ocasionado por actos terroristas en los que la imputación de la responsabilidad al Estado “parte del supuesto de que el acto o la conducta dañosos son perpetrados por terceros ajenos a él, trátese de delincuencia común organizada o no, subversión o terrorismo”, pero que rompe el equilibrio de las cargas públicas. En este orden de ideas, el análisis del régimen de responsabilidad aplicable debe abordarse a título de responsabilidad objetiva por daño especial. NOTA DE RELATORIA: En relación con la responsabilidad patrimonial del Estado por daños ocasionados por terceros, consultar sentencia de 19 de abril de 2012, Exp. 21515
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR DAÑO ESPECIAL - Se configura al suceder en el marco del conflicto armado interno y causar víctimas indirectas de un ataque contra el Estado / DAÑO ESPECIAL - Su concepción deriva del desequilibrio de las cargas públicas y el rompimiento de los principios de solidaridad y equidad al ocurrir en el marco del conflicto armado interno 

NOTA DE RELATORIA: En relación con el daño especial, consultar sentencia de 19 de abril de 2012, Exp. 21515
PRUEBA DOCUMENTAL - Fotografías / FOTOGRAFIAS - Valor probatorio. Reiteración jurisprudencial / VALOR PROBATORIO DE FOTOGRAFIAS - Serán valoradas si son auténticas y es posible corroborarlas con otros medios de prueba para establecer circunstancias de tiempo modo y lugar en que fueron tomadas / FOTOGRAFIAS - Sin valor probatorio al registrar imágenes sin darse certeza sobre su origen o época en las que fueron tomadas 
Sobre el valor probatorio de las fotografías anexadas a la demanda y que reposan en los folios 22, 23, 25, 45 y 46 del cuaderno principal, solamente registran una imagen, y no dan certeza sobre su origen ni la época en las que fueron tomadas. Por tal razón, no se les otorgará mérito probatorio alguno pues no fueron corroboradas con ningún otro medio de prueba, pues de acuerdo con lo dicho por la Corte Constitucional, “el valor probatorio de las fotografías no depende únicamente de su autenticidad formal sino de la posibilidad de establecer si la imagen representa los hechos que se le atribuyen, y no otros diferentes en razón del tiempo, del Iugar o del cambio de posición de los elementos dentro de la escena capturada. Para ello, el juez debe valerse de otros medios probatorios, apreciando razonablemente el conjunto”. NOTA DE RELATORIA: Referentes con el valor probatorio de las fotografías, consultar sentencia de 21 de agosto de 2003, Exp. AP-01289
DECLARACIONES EXTRAPROCESALES - Valor probatorio / VALOR PROBATORIO DE DECLARACIONES EXTRAPROCESALES - Se encuentra sujeta a la citación de la parte contraria, la posterior ratificación de las mismas o cuando la ley las habilita como prueba sumaria / VALOR PROBATORIO DE DECLARACIONES EXTRAPROCESALES - Pueden ser tenidas en cuenta, cuando la parte demandada haya tenido conocimiento de estas desde el agotamiento de la vía gubernativa o el debate judicial 
NOTA DE RELATORIA: En relación con el valor probatorio de las declaraciones de parte rendidas extraprocesalmente, consultar sentencia de 29 de agosto de 2013, Exp. 27521, MP. Stella Conto Díaz del Castillo. 

DECLARACIONES EXTRAPROCESALES - Con valor probatorio al acreditar la existencia de bienes y enseres al interior de los inmuebles destruidos independientemente de que no hayan sido ratificadas / DECLARACIONES EXTRAPROCESALES SOBRE COSTO DAÑO EMERGENTE DE BIENES Y ENSERES DESTRUIDOS - Afirmaciones sin valor probatorio al no explicar fuentes de conocimiento sobre cifras indicadas, y no ofrecerle certeza al juzgador para calcularla
La Sala valorará dichas declaraciones conforme a la sana crítica, pero sólo en el sentido de acreditar la existencia de bienes y enseres al interior de los inmuebles destruidos, toda vez que estos hechos incorporan situaciones que fácilmente podían ser percibidas por los declarantes. No pasa lo mismo con respecto a las afirmaciones dirigidas a demostrar el detalle exacto de dichos muebles y enseres y su valor en precios unitarios, pues ninguno explica los motivos de conocimiento sobre las cifras indicadas, por lo cual no ofrecen certeza al juzgador para calcular el daño emergente alegado por los actores. Lo anterior, con independencia de que dichas declaraciones hayan sido ratificadas dentro del proceso contencioso tal y como consta en los folios 110 a 119 del cuaderno principal. 

COPIAS SIMPLES - Valor probatorio. Reiteración jurisprudencial / COPIAS SIMPLES - Con valor probatorio al obrar a lo largo del plenario y ser sometidas a los principios de contradicción y de defensa de las partes

En lo que se refiere a las copias simples anexadas con la demanda, las mismas serán valoradas teniendo en cuenta que reposaron en el plenario desde el inicio del proceso sin que fueran tachadas de falsas en las etapas procesales pertinentes. Así pues, dado que han obrado a lo largo del proceso y han sido sometidas a los principios de contradicción y de defensa de las partes conforme a los principios de buena fe y lealtad procesal que rigen toda actuación judicial, se les dará valor probatorio. NOTA DE RELATORIA: En relación con el valor probatorio de las copias simples, consultar sentencia de7 de marzo de 2011, Exp. 20171
DAÑO ANTIJURIDICO - Primer elemento que debe existir para abordar su imputabilidad a la Administración y configurar la responsabilidad patrimonial del Estado
De acuerdo con lo que ha establecido esta Sección, al estudiar los procesos de reparación directa es indispensable abordar primeramente, lo relativo a la existencia o no del daño y si el mismo puede o no considerarse antijurídico; solo bajo la premisa de la existencia del daño antijurídico se ha de “realizar la valoración del otro elemento de la responsabilidad estatal, esto es, la imputación del daño al Estado, bajo cualquiera de los distintos títulos que para el efecto se ha elaborado”. NOTA DE RELATORIA: En relación con el daño antijurídico, consultar sentencia de 18 de febrero de 2010, Exp. 17885
TITULO DE RESPONSABILIDAD - Daño especial / DAÑO ESPECIAL - Se configura por daños derivados de enfrentamientos del Estado con grupos subversivos / DAÑO ESPECIAL - Su imputación no obedece a una falla del servicio sino al abandonar a las víctimas en medio de confrontaciones armadas / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Configurada tras incursión guerrillera y enfrentamiento armado entre el Estado y grupos subversivos de los cuales se generó el daño antijurídico 
El acervo probatorio permite concluir que los daños son imputables a la entidad demandada por cuanto “en este caso resulta aplicable la teoría del daño especial, habida cuenta que el daño, pese que se causó por un tercero, lo cierto es que ocurrió dentro de la ya larga confrontación que el Estado ha venido sosteniendo con grupos subversivos, óptica bajo la cual, no resulta constitucionalmente aceptable que el Estado deje abandonadas a las víctimas y, que explica que la imputación de responsabilidad no obedezca a la existencia de conducta alguna que configure falla en el servicio, sino que se concreta como una forma de materializar los postulados que precisamente justifican esa lucha contra la subversión y representan y hacen visible y palpable, la legitimidad del Estado”. Lo anterior, en virtud de lo expuesto ad supra en relación con el título de responsabilidad aplicable al caso concreto. NOTA DE RELATORIA: En relación con el daño especial, consultar sentencia de 19 de abril de 2012, Exp. 21515
INDEMNIZACION DE PERJUICIOS MATERIALES - Daño emergente / DAÑO EMERGENTE - A favor con ocasión de la destrucción de sus inmuebles / DAÑO EMERGENTE - Se niega por pérdida de bienes y enseres de inmuebles destruidos al no ser acreditado / INDEMNIZACION DAÑO EMERGENTE - Se actualizó en virtud del principio de non reformatio in pejus
En virtud del principio de non reformatio in pejus, esta Subsección actualizará la condena establecida en primera instancia en lo referido al daño emergente solicitado por los actores con ocasión de la destrucción de sus inmuebles y mantendrá la negativa con respecto al reconocimiento del daño emergente por la pérdida de los bienes y enseres que había en dichos inmuebles. 

PERJUICIOS MORALES - Se disminuirá lo reconocido a favor de dos propietarias 
En cuanto a lo reconocido a título de perjuicios morales, se disminuirá lo reconocido a favor de Lucila Gutiérrez Saldarriaga y Marlene Cardona Cardona con base en lo sostenido en un sin número de pronunciamientos anteriores, para que les sean reconocidos 50 smlmv a cada una.

PERJUICIOS MATERIALES - Daño emergente futuro / DAÑO EMERGENTE FUTURO - Por cánones de arrendamiento que víctimas se vieron obligadas a cubrir tras destrucción de sus inmueble / DAÑO EMERGENTE FUTURO - Negado al no acreditar la cancelación efectiva de los cánones de arrendamiento
En lo que se refiere a lo pretendido a título de daño emergente futuro por los cánones de arrendamiento que la señora Lucila Gutiérrez Saldarriaga se vio obligada a cubrir como consecuencia de la destrucción de su inmueble, daño que pretende probar aportando copia del contrato de arrendamiento Nro. VU-2278774 que reposa a folio 36 del cuaderno principal, y en el que consta que ésta tomó en arriendo el 9 de agosto de 2000 un inmueble de propiedad de Albeiro Agudelo ubicado en la carrera primera del municipio El Carmen de Atrato por un canon de $100,000 mensuales a dos años, se advierte que no hay prueba de los pagos que por dicho concepto se hubieran efectivamente realizado, motivo por el cual esta Subsección no los tendrá por probados tal y como lo ha sostenido de manera reiterada. Lo mismo sucede con lo pretendido por Marlene de Jesús Cardona Cardona quien aporta copia del contrato de arrendamiento Nro. VU-4937765 que reposa a folio 68 del cuaderno principal, y en el que consta que ésta tomó en arriendo el 7 de agosto de 2000 un inmueble de propiedad de Olga Ligia Vasquez Rivera ubicado en la Calle de la Policía de El Carmen de Atrato por un cánon mensual de $200,000 mensuales a dos años; lo pretendido por Francisco Alberto Correa quien aporta copia del contrato de arrendamiento Nro. VU-4937766 que reposa a folio 55 del cuaderno principal, y en el que consta que éste tomó en arriendo el 7 de agosto de 2000 un inmueble de propiedad de Consuelo Quintero Gutiérrez ubicado en la Calle 6#1-07 de El Carmen de Atrato por un cánon mensual de $200,000 mensuales a dos años; y lo pretendido por Hernán Darío Machado quien aporta copia del contrato de arrendamiento Nro. VU-4937767 que reposa a folio 43 del cuaderno principal, y en el que consta que éste tomó en arriendo el 5 de agosto de 2000 un inmueble de propiedad de Guido Conde Baldrich ubicado en la calle Manzanares # 3-57 del municipio de El Carmen de Atrato por un canon de $100,000 mensuales a término indefinido.
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Bogotá., D.C. siete (7) de abril de dos mil quince (2015)

Radicación número: 27001-23-31-000-2001-01329-01 (26535)

Actor: LUCILA GUTIERREZ SALDARRIAGA Y OTROS

Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA - POLICIA NACIONAL 

Referencia: APELACION SENTENCIA - ACCION DE REPARACION DIRECTA

Procede la Subsección a dar cumplimiento a la decisión de tutela del 5 de marzo de 2015, adoptada por la Sección Quinta de esta Corporación, que ordenó: 

“AMPARAR los derechos fundamentales de los señores Marlene de Jesús Cardona Cardona, Hernán Machado Vásquez, Iván Darío Correa Quintero, Francisco Alberto Correa Quintero y Roberto Gutiérrez Saldarriaga al debido proceso y a la reparación integral. En consecuencia, DEJAR SIN EFECTOS a fin que se dicte una nueva sentencia respetando los parámetros expuestos en esta providencia, el fallo de 24 de octubre de 2013, del Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C proferido en el proceso de reparación directa instaurado por la destrucción de las viviendas de Marlene de Jesús Cardona Cardona, Hernán Machado Vásquez, Iván Darío Correa Quintero, Francisco Alberto Correa Quintero y Roberto Gutiérrez Saldarriaga, mediante el cual se revocó la sentencia de 18 de septiembre de 2003 proferida por el Tribunal Administrativo del Chocó y declaró probada la excepción de falta de legitimación en la causa por activa”. 

ANTECEDENTES

1. La demanda

El 12 de septiembre de 2001, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de Reparación Directa consagrada en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, los señores Lucila Gutiérrez Saldarriaga, Hernán Machado Vásquez, Marlene de Jesús Cardona Cardona y Francisco Alberto e Iván Darío Correa Quintero, actuando en nombre propio, formularon demanda ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Chocó, contra la Nación, Ministerio de Defensa Nacional, Policía Nacional, solicitando se hagan las siguientes declaraciones y condenas (folio 4 del cuaderno principal):

“1.1. LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA (Policía Nacional), es responsable administrativamente de los [sic] causados con el ataque realizado por el grupo guerrillero de las FARC-EP al comando de la policía y a la Caja Agraria, y que causo [sic] la destrucción total de la vivienda de habitación de las siguientes personas: señora LUCILA GUTIÉRREZ SALDARRIAGA, HERNÁN MACHADO VÁSQUEZ, MARLENE DE JESÚS CARDONA CARDONA y FRANCISCO ALBERTO e IVÁN DARIOS [sic] CORREA QUINTERO. 

1.2. Como consecuencia de la declaración anterior, condenase [sic] a los demandados: LA NACIÓN – MINISTERIO DE LA DEFENSA (Policía Nacional) a pagar a los demandantes la suma de dinero que se establezca en la sentencia como indemnización por el daño emergente (consolidado y futuro) causado por la destrucción de la vivienda y los bienes muebles, así como los morales a ellos causados con el hecho, por el dolor o afección sufrida por los hechos violentos del ataque guerrillero a las instalaciones oficiales. Indemnización que deberá pagarse de la siguiente manera: 

1.2.1 PERJUICIOS MORALES

Como consecuencia de la declaración de responsabilidad de los demandados LA NACIÓN – MINISTERIO DE LA DEFENSA – POLICÍA NACIONAL, condénese a pagarles a los demandantes por concepto de daños morales sufridos por la acción violenta de ataque al comando de policía los siguientes: 

· A la señora LUCILA GUTIÉRREZ SALDARRIAGA, mil (1000) gramos oro puro, en razón de la afección psicológica sufrida con estos hechos violentos. 

· Al señor HERNÁN MACHADO VÁSQUEZ, mil (1000) gramos oro puro, en razón de la afección psicológica sufrida con estos hechos violentos. 

· A la señora MARLENE DE JESÚS CARDONA CARDONA, mil (1000) gramos oro puro, en razón de la afección psicológica sufrida con estos hechos violentos. 

· Al señor FRANCISCO ALBERTO mil (1000) gramos oro puro, en razón de la afección psicológica sufrida con estos hechos violentos. 

· Al señor IVÁN DARIOS [sic] CORREA QUINTERO mil (1000) gramos oro puro, en razón de la afección psicológica sufrida con estos hechos violentos. 

El pago del equivalente del gramo oro para cada uno de los demandantes se hará con base en el certificado de su valor expedido por el Banco de la República al momento de ejecutoria de la sentencia. 

1.2.2. PERJUICIOS MATERIALES

1.2.2.1. A la señora LUCILA GUTIÉRREZ SALDARRIAGA. 

DAÑO EMERGENTE CONSOLIDADO

A la señora LUCILA GUTIÉRREZ SALDARRIAGA, a título de daño material –Daño Emergente Consolidado- el valor equivalente a la suma de CINCUENTA Y CINCO MILLONES SETECIENTOS CINCUENTA Y CINCO MIL DOSCIENTOS SESENTA Y SEIS PESOS CON CUARENTA CENTAVOS M/L ($55.755.266,40) representando [sic] en el valor de los bienes que perdió como consecuencia directa del ataque insurgente a las instalaciones oficiales, los cuales se discriminan así: 

· Veintiún millones once mil cien pesos ($21.011.100) que es el valor de los bienes muebles que se encontraban al interior de la vivienda de la señora Lucila Gutiérrez, y que fueron destruidos totalmente con la toma guerrillera. 

· Treinta y cuatro millones setecientos cuarenta y cuatro mil cientos [sic] sesenta y seis pesos m/l ($34.744.166) que es el valor de la reconstrucción de la vivienda destruida, según avalúo hecho por un arquitecto.

DAÑO EMERGENTE FUTURO

Representado en los gastos en que tuvo que incurrir la demandante como consecuencia de la destrucción total de su vivienda de habitación: 

Páguese a favor de la demandante el valor equivalente a cien mil pesos ($100.000) mensuales desde el momento en que fue destruida su vivienda y hasta el momento en que se logre el pago total de la presente demanda, por concepto del arrendamiento en que se vio obligada a incurrir por la destrucción total de su vivienda. Dinero que deberá ser reajustado anualmente de acuerdo al incremento anual autorizado por el gobierno nacional para los cánones de vivienda urbana.

1.2.2.2. HERNÁN DARÍO MACHADO VÁSQUEZ

DAÑO EMERGENTE CONSOLIDADO

Al señor HERNÁN DARÍO MACHADO VÁSQUEZ, a título de daño material –daño emergente consolidado- el valor equivalente a la suma de TREINTA Y UN MILLONES NOVECIENTOS CUARENTA Y DOS MIL DOSCIENTOS DIEZ Y OCHO [sic] PESOS CON OCHENTA Y SEIS CENTAVOS ($31.942.218,86) representando [sic] en el valor de la reconstrucción de la vivienda destruida, según avalúo hecho por un arquitecto. 

DAÑO EMERGENTE FUTURO

Representado en los gastos en que tuvo que incurrir la demandante como consecuencia de la destrucción total de su vivienda de habitación: 

Páguese a favor de la demandante el valor equivalente a cien mil pesos mensuales ($100.000) desde el momento en que fue destruida su vivienda y hasta el momento en que se logre el pago total de la presente demanda, por concepto del arrendamiento en que se vio obligada a incurrir por la destrucción total de su vivienda. Dinero que deberá ser reajustado anualmente de acuerdo al incremento anual autorizado por el gobierno nacional para los cánones de vivienda urbana. 

1.2.2.3. A la señora MARLENE DE JESÚS CARDONA CARDONA

DAÑO EMERGENTE CONSOLIDADO

A la señora MARLENE DE JESÚS CARDONA CARDONA,  a título de daño material – daño emergente consolidado- el valor equivalente a la suma de CUARENTA Y CUATRO MILLONES DOSCIENTOS CUATRO MIL CIENTO CINCUENTA Y SEIS PESOS CON CUARENTA Y DOS CENTAVOS ($44.204.156,42) representando [sic] en el valor de los bienes que perdió como consecuencia directa del ataque insurgente, discriminados de la siguiente manera:

· Trece millones quinientos ocho mil pesos m/l ($13.508.000) que es el valor de los bienes muebles que se encontraban al interior de la vivienda de la señora Marlene Cardona Cardona, y que fueron destruidos totalmente con la toma guerrillera. 

· Treinta millones seiscientos noventa y seis mil ciento cincuenta y seis pesos con cuarenta y dos centavos ($30.696.156,42) que es el valor de la reconstrucción de la vivienda destruida, según avalúo hecho por un arquitecto. 

DAÑO EMERGENTE FUTURO

Representado en los gastos en que tuvo que incurrir la demandante como consecuencia de la destrucción total de su vivienda de habitación: 

Páguese a favor de la demandante el valor equivalente a doscientos mil pesos mensuales ($200.000) desde el momento en que fue destruida su vivienda y hasta el momento en que se logre el pago total de la presente demanda, por concepto del arrendamiento en que se vio obligada a incurrir por la destrucción total de su vivienda. Dinero que deberá ser reajustado anualmente de acuerdo al incremento anual autorizado por el gobierno nacional para los cánones de vivienda urbana. 

4. [sic] A los hermanos FRANCISCO ALBERTO e IVÁN DARÍO CORREA QUINTERO. 

DAÑO EMERGENTE CONSOLIDADO

A los hermanos FRANCISCO ALBERTO  e IVÁN DARÍO CORREA QUINTERO,  a título de daño material – lucro cesante – el valor equivalente a la suma de SESENTA MILLONES QUINIENTOS SESENTA Y TRES PESOS [sic] CUARENTA Y CUATRO PESOS CON DIEZ Y SEIS [sic] CENTAVOS ($60.563.044,16) representando [sic] en el valor de los bienes que perdió como consecuencia directa de la acción insurgente, discriminados de la siguiente manera: 

· Diez millones doscientos noventa y cinco mil pesos m/l ($10.295.000) que es el valor de los bienes muebles que se encontraban al interior de la vivienda de habitación de los hermanos Francisco Alberto e Iván Darío Correa Quintero, y que fueron destruidos totalmente con la toma guerrillera. 

· Cincuenta millones doscientos sesenta y ocho mil cuarenta y cuatro pesos con diez y seis [sic] centavos m/l ($50.268.044,16) que es el valor de la reconstrucción de la vivienda destruida, según avalúo hecho por un arquitecto. 

DAÑO EMERGENTE FUTURO

Representado en los gastos en que tuvo que incurrir la demandante como consecuencia de la destrucción total de su vivienda de habitación: 

Páguese a favor de la demandante el valor equivalente a doscientos mil pesos mensuales ($200.000) desde el momento en que fue destruida su vivienda y hasta el momento en que se logre el pago total de la presente demanda, por concepto del arrendamiento en que se vio obligada a incurrir por la destrucción total de su vivienda. Dinero que deberá ser reajustado anualmente de acuerdo al incremento anual autorizado por el gobierno nacional para los cánones de vivienda urbana. 

La Nación, Ministerio de Defensa –Policía Nacional- ejecutará la sentencia en los términos de los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo”. 

Para fundamentar el anterior petitum, la parte demandante se basó en los elementos fácticos que se resumen a continuación:  
El 5 de agosto de 2000, la población de El Carmen de Atrato en el departamento de Chocó fue víctima de una incursión guerrillera dirigida contra establecimientos representativos de la Nación, especialmente, contra la Estación de Policía y el Banco Agrario, destruyendo, a su paso, las casas vecinas entre las que se encontraba la de propiedad de Marlene Cardona, Lucila Gutiérrez, Hernán Machado y los hermanos Francisco Alberto e Iván Darío Correa. 

Con el objetivo de demostrar lo anterior, adjuntaron informe oficial sobre la incursión guerrillera, correspondencia cruzada entre los pobladores de El Carmen de Atrato y las autoridades públicas, matrículas inmobiliarias de los inmuebles destruidos, fotografías del estado en que quedaron, avalúos de reconstrucción realizados por un arquitecto, inventarios de bienes muebles perdidos, declaraciones extraprocesales, y contratos de arrendamiento. Adicionalmente solicitaron la práctica de una inspección judicial al lugar de los hechos, la recepción de unos testimonios, y la ratificación de los avalúos que obran en el plenario.

2. La contestación de la demanda

La demanda fue admitida el 13 de noviembre de 2001 (folio 86 del cuaderno principal), y notificada personalmente al Ministerio de Defensa Nacional el 15 de febrero de 2002 (folio 87 del cuaderno principal).

El 21 de febrero de 2002, el apoderado del Ministerio de Defensa contestó oponiéndose a las pretensiones de la demanda por encontrar configurada la causal eximente de responsabilidad conocida como culpa exclusiva y determinante de un tercero, por cuanto existe certeza que fue un grupo armado organizado al margen de la ley el que destruyó los inmuebles cuya restitución se solicita; al efecto, coadyuvó las pruebas solicitadas por la parte demandante (folio 90 del cuaderno principal). 

3. Los alegatos de conclusión en primera instancia 

Frustrada la audiencia de conciliación convocada por el magistrado conductor del  proceso por ausencia de ánimo conciliatorio, se dio traslado a las partes para presentar alegatos de conclusión el 22 de abril de 2003 (folio 161 del cuaderno principal). El 10 de mayo siguiente, el apoderado de los demandantes arrimó escrito en el que insistió en el rompimiento de las cargas públicas que sufrieron quienes vieron destruidas sus viviendas con ocasión de la incursión guerrillera relatada en los hechos de la demanda (folio 163 del cuaderno principal). 

A su turno, el 13 de junio de 2003, el apoderado de la parte demandada insistió en los argumentos esgrimidos en otras etapas procesales (folio 168 del cuaderno principal). 

4. La providencia impugnada

El 18 de septiembre de 2003, el Tribunal Administrativo de Chocó profirió sentencia accediendo parcialmente a las súplicas de la demanda. Al efecto encontró probado el daño sufrido por los demandantes, y en aplicación de la teoría del daño especial como régimen de imputación, endilgó responsabilidad a la Nación condenándola al reconocimiento y pago de lo presupuestado en los avalúos que los demandantes anexaron a la demanda (folio 175 del cuaderno principal).

La señora Magistrada Mirtha Abadía Serna salvó parcialmente el voto al considerar que la tasación de perjuicios no debió hacerse con base en el avalúo realizado por arquitecto, sin que hubiere sido controvertido ni ratificado en el proceso (folio 190 del cuaderno principal). 

5. El recurso de apelación

El 6 de octubre de 2003, el apoderado de la parte demandada interpuso recurso de apelación (folio 193 del cuaderno principal), el cual fue concedido el 27 de noviembre siguiente (folio 195 del cuaderno principal), y admitido por la Sección Tercera del Consejo de Estado el 2 de julio de 2004 (folio 216 del cuaderno principal). 

En el escrito de sustentación (folio 203 del cuaderno principal), la apelante consideró que el Tribunal erró al endilgar responsabilidad a la Nación sin respaldo en pruebas suficientes de la legitimación, el daño y su magnitud. En consecuencia, solicitó revocar la sentencia. 
6. Los alegatos de conclusión en segunda instancia

Habiéndose dado traslado a las partes para alegar el 19 de julio de 2004 (folio 217 del cuaderno adicional), éstas guardaron silencio.  

En término, el Ministerio Público arrimó su concepto de rigor el 13 de diciembre de 2004, en el que indicó que la única de las demandantes legitimada para demandar en su calidad de propietaria del bien destruido es la señora Lucila Gutiérrez, pues los demás actores no lograron demostrar su interés en la resultas del proceso (folio 220 del cuaderno principal). Adicionalmente solicitó negar el reconocimiento de perjuicios morales por pérdida de bienes muebles e inmuebles, condenar en abstracto por cuanto no reposa prueba de la magnitud del daño, descontar de la condena final lo entregado para reconstrucción de vivienda por parte del INURBE, y no reconocer valor ninguno por daño emergente futuro por cuanto las erogaciones por arriendos no pueden demostrarse con un simple contrato de arrendamiento. 

El proceso entró a esta Corporación para fallo el 17 de enero de 2005. 

7. La audiencia de conciliación en segunda instancia

Con fundamento en lo normado en el artículo 43 de la ley 640 de 2001, se convocó a audiencia de conciliación para el 5 de marzo de 2013 (folio 247 del cuaderno principal), que pospuesta, fue declarada fallida por ausencia de ánimo conciliatorio de las partes interesadas. 

El Ministerio Público aportó concepto en el que estimó que la conciliación no era viable por cuanto se configuró la excepción de falta de legitimación en la causa por activa dado que no existe prueba de los títulos traslaticios del dominio sobre los inmuebles cuya propiedad se alega.

8. La decisión en segunda instancia

El 24 de octubre de 2013, esta Subsección negó las súplicas de la demanda al encontrar la ausencia de legitimación en la causa por activa, pues “reposan en el expediente folios de matrícula inmobiliaria por cada uno de los predios afectados, pero no obra prueba del título por medio del cual se adquirió el supuesto dominio. En consecuencia, dado que los documentos arrimados al proceso no son suficientes para acreditar la titularidad de los actores sobre las viviendas destruidas, las pretensiones deberán ser negadas por no encontrarse probada la legitimación en la causa por activa, tal y como lo conceptuó el Ministerio Público”.

9. La decisión de tutela

Contra la decisión adoptada en segunda instancia, el actor interpuso acción de tutela la cual fue resuelta negativamente por la Sección Cuarta de esta Corporación, al considerar que carecía del requisito de inmediatez. Contra lo así decidido se alzó nuevamente el actor, recurso que fue resuelto el 5 de marzo de 2015 por la Sección Quinta, que revocó el fallo de tutela adoptado por la Sección Cuarta, y ordenó dejar sin efectos la sentencia de segunda instancia al considerar que “procede conceder el amparo solicitado pues es evidente que si los actores allegaron al proceso de reparación directa las copias de certificados de tradición y libertad de los inmuebles de su propiedad que dicen fueron afectados con la toma guerrillera, se imponía que el Juez Natural de esta acción abordara el estudio de fondo como lo hizo el Juez de primera instancia, pues hacerles más exigente que lo que la ley prevé su legitimación para demandar les vulnera los derechos fundamentales que reclaman y también el derecho de acceso a la justicia y a obtener tutela efectiva con un pronunciamiento de mérito a sus demandas de reparación directa”. 

CONSIDERACIONES

En cumplimiento de la orden contenida en la sentencia de tutela del 5 de marzo de 2015, procede la Subsección a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Chocó, el 18 de septiembre de 2003, por medio de la cual accedió parcialmente a las súplicas de la demanda.
Con base en el artículo 129 del C.C.A., modificado por el artículo 37 de la ley 446 de 1998 referido a la competencia del Consejo de Estado en segunda instancia
, la Corporación, en la Sala Contenciosa Administrativa, conocerá en segunda instancia de las apelaciones de las sentencias dictadas en primera instancia por los tribunales, en el mismo sentido del artículo 212 del C.C.A., subrogado por el artículo 51 del Decreto 2304 de 1989. Así, la Corporación es competente para conocer del asunto, en virtud del recurso de apelación interpuesto por la parte demandada
, en proceso con vocación de segunda instancia ante el Consejo de Estado
.

En consecuencia, cumplidos los trámites propios de la segunda instancia, sin que exista causal alguna de nulidad que invalide lo actuado
, procede la Subsección a resolver el asunto sometido a su consideración de acuerdo con el siguiente esquema: 1) Límites del ad quem; 2) Legitimación en la causa; 3) Régimen de responsabilidad aplicable; 4) Los hechos probados; 5) La liquidación de perjuicios; y 6) La condena en costas. 
1. Límites del ad quem

En sentencia de unificación jurisprudencial proferida por la Sección Tercera de esta Corporación
, se estableció que la apelación “debe entenderse interpuesta únicamente en relación con aquello que en el fallo impugnado resultare perjudicial o gravoso para el recurrente”, motivo por el cual “el juez de la segunda instancia está en el deber de respetar y de mantener incólume, para dicho recurrente único –y con ello para el resto de las partes del proceso–, los demás aspectos de ese fallo que no hubieren sido desfavorables para el impugnante o frente a los cuales él no hubiere dirigido ataque o cuestionamiento alguno, puesto que la ausencia de oposición evidencia, por sí misma, que el propio interesado no valora ni estima como perjudiciales para sus intereses los aspectos, las decisiones o las materias del fallo de primera instancia que de manera voluntaria y deliberada no recurrió, precisamente por encontrarse conforme con ellos”
.  

En el sub lite, el recurrente solicitó revocar la sentencia de primera instancia al considerar que los daños fueron ocasionados por la acción decidida de un tercero, razón por la cual no hay responsabilidad que endilgarle a la Nación. Adicionalmente expuso que el A quo, “al endilgar esta responsabilidad lo hizo sin el respaldo de una prueba del daño y aun masa [sic] el cuantun [sic] del daño pues se baso [sic] en presupuestos que no constituyen plena prueba pues un presupuesto no prueba las cantidades de obras reconstruidas como lo aduce esta corporación, un presupuesto es la cantidades [sic] probable a utilizar en la realización de algo, para el caso en tratar [sic] resulta ser las cantidades probables a utilizar en la reconstrucción y un [sic] sentencia no puede basarse en supuestos debe ser en hechos concretos, pues se habla de una reconstrucción realizada, debe siquiera existir una prueba sumaria de la inversión efectuada, al menos un recibo de compra de materiales”. Finalmente sostuvo que quienes alegan su calidad de propietarios, realmente no lo son de acuerdo con lo consignado en los folios de matrícula inmobiliaria aportados al proceso. 
2. Legitimación en la causa

La legitimación en la causa es la calidad que le permite a una persona que hace parte de una relación jurídica, formular demandas u oponerse a las pretensiones que en su contra se formulen. Cuando las mismas se refieren a reclamos sobre bienes inmuebles, quien tiene la legitimación en la causa es el propietario, poseedor o tenedor del bien según la condición con la cual se presente al proceso. 

Al respecto, esta Corporación, durante muchos años, fue enfática en sostener que la propiedad sobre bienes inmuebles se asegura demostrando el título y el modo en consonancia con lo dispuesto en la legislación nacional. En efecto, se sostenía que “la propiedad de un bien de esa naturaleza se acredita, entre otros, con la escritura pública de compraventa y con la inscripción de ésta en la oficina de instrumentos públicos del lugar del inmueble. Faltando cualquiera de estos dos elementos, se entenderá que la propiedad no se encuentra acreditada”
. La posición anterior fue asumida por la Sala en la sentencia del 24 de octubre de 2013, objeto de la acción de tutela del 5 de marzo del presente año. (Subrayado fuera de texto) 

En consecuencia, y con el fin de establecer si quienes demandaron tenían legitimación en la causa, esta Subsección estudiará las siguientes pruebas que obran en el plenario, subrayando que en la demanda actuaron Lucila Gutiérrez Saldarriaga, Hernán Machado Vasquez, Marlene de Jesús Cardona Cardona y Francisco Alberto e Iván Darío Correa Quintero por los hechos ocurridos en El Carmen de Atrato los días 5 y 6 de agosto de 2000, en los cuales perdieron los inmuebles de su propiedad:

· Folio 21 del cuaderno principal: Matrícula inmobiliaria Nro. 180-2913 en la que se lee en la segunda y última anotación realizada el 17 de diciembre de 1975, que el señor Ricardo Vélez Arcila transfirió a título de propiedad a favor de la señora Rosa M. Gutiérrez Saldarriaga, la propiedad descrita en la escritura Nro. 650 del 7 de noviembre de 1975. A folio 24 del cuaderno principal obra un formulario de calificación (constancia de inscripción) referida a la matrícula Nro. 2913, en el que se adiciona la anotación Nro. 3 en la que consta que el predio se adjudicó en sucesión por causa de muerte a favor de la señora Lucila Gutierrez Saldarriaga. 

· Folio 39 del cuaderno principal: Matrícula inmobiliaria Nro. 180-638 en la que se lee en la quinta y última anotación realizada el 22 de enero de 1992, que se realizó una cancelación de hipoteca que beneficia a la señora Elvia Inés Vasquez de Machado quien el 21 de diciembre de 1979 había constituido el inmueble descrito en la escritura 644 del 11 de diciembre del mismo año, en patrimonio de familia a favor de Hernán Darío y Antonio Machado Vasquez, y los demás hijos que llegare a tener. 

· Folio 59 del cuaderno principal: Matrícula inmobiliaria Nro. 180-14371 en la que se lee en la segunda y última anotación realizada el 12 de agosto de 1996, que se transfirió a título de compraventa a favor de Marlene de Jesús Cardona Cardona, el predio detallado en la escritura 409 del 13 de junio del mismo año. 

· Folio 44 del cuaderno principal: Matrícula inmobiliaria Nro. 180-5726 en la que se lee en la tercera y última anotación realizada el 23 de septiembre de 1985, la enajenación de los derechos sucesorales de cuerpo cierto a favor de Francisco Alberto e Iván Darío Correa Quintero, por parte del señor Antonio María Gutiérrez Saldarriaga. 

Así las cosas, se tiene por acreditada la legitimación en la causa por activa de los demandantes. 

3. El régimen de responsabilidad aplicable. Reiteración de jurisprudencia. 

A partir de la expedición de la Constitución de 1991, la responsabilidad del Estado se define de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 90 en virtud del cual, éste será patrimonialmente responsable por los daños antijurídicos causados por la acción u omisión imputable a sus agentes. En efecto, dos son los postulados que fundamentan dicha responsabilidad: i) El daño antijurídico, y ii) la imputación del mismo a la administración, “sin que sea posible predicar la existencia y necesidad y/o valoración y análisis de otro tipo de componentes a efectos de configurar la responsabilidad”
. Al respecto, la Corte Constitucional ha dicho que “la fuente de la responsabilidad patrimonial del Estado es un daño que debe ser antijurídico, no porque la conducta del autor sea contraria al derecho, sino porque el sujeto que lo sufre no tiene el deber jurídico de soportar el perjuicio, razón por la cual se reputa indemnizable”
.

Sobre la noción de daño antijurídico, esta Sección ha definido que “consistirá siempre en la lesión patrimonial o extra-patrimonial que la víctima no está en el deber jurídico de soportar”
. En este sentido, el daño ocasionado a un bien jurídicamente tutelado, impone el deber de indemnizar el consecuente detrimento con el objetivo de garantizar el principio de igualdad ante las cargas públicas. 

En lo relativo a la imputación, se entiende que se trata de la “atribución de la respectiva lesión”
; en consecuencia, “la denominada imputación jurídica (imputatio iure o subjetiva) supone el establecer el fundamento o razón de la obligación de reparar o indemnizar determinado perjuicio derivado de la materialización de un daño antijurídico, y allí es donde intervienen los títulos de imputación que corresponden a los diferentes sistemas de responsabilidad que tienen cabida tal como lo ha dicho la jurisprudencia en el artículo 90 de la Constitución Política”
.

Al respecto, esta Sección ha reiterado que: 

“la imputación fáctica supone un estudio conexo o conjunto entre la causalidad material y las herramientas normativas propias de la imputación objetiva que han sido delineadas precisamente para establecer cuándo un resultado, en el plano material, es atribuible a un sujeto. De otro lado, la concreción de la imputación fáctica no supone por sí misma, el surgimiento de la obligación de reparar, ya que se requiere un estudio de segundo nivel, denominado imputación jurídica, escenario en el que el juez determina si además de la atribución en el plano fáctico existe una obligación jurídica de reparar el daño antijurídico; se trata, por ende, de un estudio estrictamente jurídico en el que se establece si el demandado debe o no resarcir los perjuicios bien a partir de la verificación de una culpa (falla), o por la concreción de un riesgo excepcional al que es sometido el administrado, o de un daño especial que frente a los demás asociados es anormal y que parte del rompimiento de la igualdad frente a las cargas públicas”
.

En este sentido, se tiene que el daño antijurídico puede ser ocasionado por actos terroristas en los que la imputación de la responsabilidad al Estado “parte del supuesto de que el acto o la conducta dañosos son perpetrados por terceros ajenos a él, trátese de delincuencia común organizada o no, subversión o terrorismo”
, pero que rompe el equilibrio de las cargas públicas. 
En este orden de ideas, el análisis del régimen de responsabilidad aplicable debe abordarse a título de responsabilidad objetiva por daño especial con base en la sentencia de unificación de la Sala Plena de la Sección Tercera
, que estableció: 

“Sin embargo, en este tipo de eventos siempre ha existido dificultad al momento de encuadrar el juicio de responsabilidad, pues en muchos de tales casos el daño por el cual se reclama indemnización ha sido causado por el actuar de los grupos subversivos y no por el de los agentes del Estado, con lo que, aparentemente, se estaría en presencia de una causal eximente de responsabilidad como es el hecho de un tercero.

Es por lo anterior que la Sección, cuando en esos casos no ha podido vislumbrar la existencia de una falla en el servicio, ha considerado que el Estado no por ello se encuentra exonerado de responder, sino que, ha encontrado fundamento a la declaratoria de responsabilidad en el daño sufrido por la víctima en tanto que ha considerado que el padecimiento de ese daño desborda el equilibrio de las cargas públicas y rompe con los principios de solidaridad y equidad. (…) Como sea que los hechos que dieron lugar al daño por el cual hoy se reclama ocurrieron en el marco del conflicto armado interno
 y resulta evidente que es al Estado a quien corresponde la búsqueda de soluciones que conlleven a la terminación de la guerra, de ahí que debe convenirse en que se aparta de los más elementales criterios de justicia y equidad que al producirse estos ataques subversivos, el Estado no acuda a socorrer a sus víctimas. (…) Ahora, en cuanto al título de imputación como herramienta de motivación que debe ser aplicado para dar respuesta al caso concreto, la Sala considera que, en aras de materializar el valor justicia
, la responsabilidad del Estado en este caso se ha comprometido a título de daño especial, por entenderse que no hay conducta alguna que pueda reprochársele a la entidad demandada, quien actuó dentro del marco de sus posibilidades, así como tampoco se puede reprochar la conducta de la parte demandante, quien se presenta como habitante del pequeño poblado de Silvia, víctima indirecta de un ataque dirigido contra el Estado, cuyo radio de acción no se limitó a objetivos estrictamente militares, sino que comprendió también a la población civil y que, en tales circunstancias le causó un perjuicio en un bien inmueble de su propiedad, trayendo para ella un rompimiento de las cargas públicas que debe ser indemnizado” (subrayado fuera de texto).

En cualquier caso, en aquellas ocasiones en las que se encuentre probada la falla en el servicio, así deberá declararse por el juez de conocimiento. 

4. Los hechos probados

El acervo probatorio está integrado por las pruebas aportadas directamente por las partes y por las ordenadas por el A quo. Al respecto, se imponen varias precisiones. 

4.1. Sobre el valor probatorio de las fotografías anexadas a la demanda y que reposan en los folios 22, 23, 25, 45 y 46 del cuaderno principal, solamente registran una imagen, y no dan certeza sobre su origen ni la época en las que fueron tomadas. Por tal razón, no se les otorgará mérito probatorio alguno pues no fueron corroboradas con ningún otro medio de prueba
, pues de acuerdo con lo dicho por la Corte Constitucional, “el valor probatorio de las fotografías no depende únicamente de su autenticidad formal sino de la posibilidad de establecer si la imagen representa los hechos que se le atribuyen, y no otros diferentes en razón del tiempo, del Iugar o del cambio de posición de los elementos dentro de la escena capturada. Para ello, el juez debe valerse de otros medios probatorios, apreciando razonablemente el conjunto”
.

4.2. Ahora bien, en lo que se refiere a las declaraciones extraprocesales aportadas con la demanda que reposan en los folios 33, 34, 35, 51, 52, 53, 54, 65, 66 y 67, cuyo objetivo principal es dar cuenta de los bienes y enseres que había en las viviendas destruidas el día de los hechos, en pronunciamiento de esta Subsección
 se sostuvo que “actualmente los artículos 188 y 222 del nuevo Código General del Proceso permitieron que “las declaraciones extraprocesales que se aporten con la demanda pueden ser valoradas sin necesidad de que sean ratificadas (…) aun cuando no hayan sido practicadas con audiencia de la entidad demandada (…)”. En este sentido, aunque la norma citada no es aplicable al caso concreto, por cuanto es posterior a la práctica de las declaraciones extra proceso sobre las cuales se discute e, incluso, es posterior a la presentación e iniciación del proceso que aquí se debate
, también es claro que ella recoge el giró que en materia probatoria ha dado nuestro derecho procesal e ilumina la interpretación o valoración que el Juez contencioso administrativo, dentro del Estado Social de Derecho debe hacer de la prueba, en atención a los principios de prevalencia del interés sustancial o material de los derechos subjetivos
 sobre el simplemente formal o procesal. 
En este sentido la Corte Constitucional, en reciente sentencia de unificación, manifestó: 

“El Juez del Estado Social de Derecho es uno que ha dejado de ser el “frio funcionario que aplica irreflexivamente la ley”
, convirtiéndose en el funcionario -sin vendas- que se proyecta más allá de las formas jurídicas, para así atender vigilante, activo y garante de los derechos materiales
”
. 

Por su parte, con relación a la valoración de las declaraciones extra proceso dentro del proceso contencioso administrativo, el Consejo de Estado ha avanzado en el sentido de señalar que: 

“Aun cuando se ha predicado que la validez de las declaraciones extra juicio allegadas dentro de un proceso judicial se encuentra sujeta a la citación de la parte contraria, a la posterior ratificación de las mismas o a aquellos casos en los que exclusivamente la ley les habilita como prueba sumaria -como garantía procesal que milita a favor de la parte contraria en virtud del derecho de contradicción y de defensa-, éstas pueden ser tenidas en cuenta, en los eventos en que hayan sido de pleno conocimiento de la parte demandada, ya sea desde el agotamiento de la vía gubernativa, o en el debate judicial mismo.”

En el mismo sentido, en pronunciamiento más reciente, la Subsección B de la Sección Tercera, también sostuvo que: 

“(...) los documentos que contengan testimonios de terceras personas, por haberse vertido ante el juez, en otro proceso o extraprocesalmente, sin intervención de la parte contra quien se aducen o bien por haberse producido sin otra intervención que la del otorgante, deben ser valorados por el fallador sin necesidad de ratificarlos (…) no es posible sostener que, en todos los casos, la prueba deba ser objeto de ratificación o que siempre la contraparte deba tener la posibilidad de contrainterrogar en el mismo momento, como tampoco que determinada prueba deja de serlo porque la contraparte no fue citada, pues, en todos los casos, lo esencial tiene que ver con que quien no participó en su formación, tenga acceso, con igualdad probatoria y posibilidad, a oportunidades reales y efectivas de contradicción. (…)
”.

Así las cosas, la Sala valorará dichas declaraciones conforme a la sana crítica, pero sólo en el sentido de acreditar la existencia de bienes y enseres al interior de los inmuebles destruidos, toda vez que estos hechos incorporan situaciones que fácilmente podían ser percibidas por los declarantes. No pasa lo mismo con respecto a las afirmaciones dirigidas a demostrar el detalle exacto de dichos muebles y enseres y su valor en precios unitarios, pues ninguno explica los motivos de conocimiento sobre las cifras indicadas, por lo cual no ofrecen certeza al juzgador para calcular el  daño emergente alegado por los actores. Lo anterior, con independencia de que dichas declaraciones hayan sido ratificadas dentro del proceso contencioso tal y como consta en los folios 110 a 119 del cuaderno principal. 

4.3. Finalmente, en lo que se refiere a las copias simples anexadas con la demanda
, las mismas serán valoradas teniendo en cuenta que reposaron en el plenario desde el inicio del proceso sin que fueran tachadas de falsas en las etapas procesales pertinentes. Así pues, dado que han obrado a lo largo del proceso y han sido sometidas a los principios de contradicción y de defensa de las partes conforme a los principios de buena fe y lealtad procesal que rigen toda actuación judicial, se les dará valor probatorio.

Al respecto, ha dicho la Sala:

“(…) en los términos de esta Subsección, es procedente apreciar las copias simples siempre y cuando hayan obrado a lo largo del plenario, conforme al principio constitucional de buena fe, puesto que han estado sometidas al principio de contradicción, por las partes. 
Sobre el particular, en reciente providencia se discurrió así: 

“Lo primero que advierte la Sala es que el proceso penal fue aportado en copia simple por la parte demandante desde la presentación de la demanda, circunstancia que, prima facie, haría invalorable los medios de convicción que allí reposan. No obstante, de conformidad con los lineamientos jurisprudenciales recientes, se reconocerá valor probatorio a la prueba documental que si bien se encuentra en fotocopia, ha obrado en el proceso desde el mismo instante de presentación del libelo demandatorio y que, por consiguiente, ha surtido el principio de contradicción. 

En efecto, los lineamientos procesales modernos tienden a valorar la conducta de los sujetos procesales en aras de ponderar su actitud y, de manera especial, la buena fe y lealtad con que se obra a lo largo de las diferentes etapas que integran el procedimiento judicial. 

En el caso sub examine, por ejemplo, las partes demandadas pudieron controvertir y tachar la prueba documental que fue acompañada con la demanda y, especialmente, la copia simple del proceso penal que se entregó como anexo de la misma, circunstancia que no acaeció, tanto así que los motivos de inconformidad y que motivaron la apelación de la providencia de primera instancia por parte de las demandadas no se relacionan con el grado de validez de las pruebas que integran el plenario sino con aspectos sustanciales de fondo que tienen que ver con la imputación del daño y con la forma de establecer la eventual participación en la producción del mismo. 

Por lo tanto, la Sala en aras de respetar el principio constitucional de buena fe, así como el deber de lealtad procesal reconocerá valor probatorio a la prueba documental que ha obrado a lo largo del proceso y que, surtidas las etapas de contradicción, no fue cuestionada en su veracidad por las entidades demandadas. 

El anterior paradigma fue recogido de manera reciente en el nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo –que entra a regir el 2 de julio de 2012– en el artículo 215 determina que se presumirá, salvo prueba en contrario, que las copias tienen el mismo valor del original cuando no hayan sido tachadas de falsas; entonces, si bien la mencionada disposición no se aplica al caso concreto, lo cierto es que con la anterior o la nueva regulación, no es posible que el juez desconozca el principio de buena fe y la regla de lealtad que se desprende del mismo, máxime si, se insiste, las partes no han cuestionado la veracidad y autenticidad de los documentos que fueron allegados al proceso”
. 

Así las cosas, la Sala valorará con libertad probatoria la documentación aportada por el demandado”
 (subrayado fuera de texto). 

Realizadas las anteriores precisiones, pasa la Subsección a hacer la relación de las pruebas que considera útiles y pertinentes para fallar. 

· Folio 68 del cuaderno principal: Informe suscrito el 5 de agosto de 2000 por la alcaldía municipal de El Carmen de Atrato en el que se lee: “Siendo las 5:30 de la tarde del día sábado 5 de agosto de 2000, la Policía Nacional acantonada en esta localidad, fue informada por unos menores de edad de la presencia de un gran número de uniformados que estaban a escasas cuadras del parque principal, lo que originó la reacción inmediata de los policiales dando origen a una balacera entre los agentes y los subversivos que se encontraban ya [sic] las goteras del parque principal pertenecientes al bloque José María Córdoba de las FARC al mando del Comandante Rubén y quien manifestó que el único fin de la toma era sacar la policía del Carmen de Atrato y robar los dineros del Banco Agrario. En esos momentos algunas dependencias de la Administración Municipal se encontraban funcionando, de inmediato se hizo la evacuación y junto con la población civil se tomaron las medidas de protección del caso como el resguardo en viviendas y locales comerciales. (…) Luego a las 8:30 de la noche, los insurgentes evacuaron las viviendas aledañas al comando de policía y Banco Agrario. Los cuales posteriormente fueron volados con pipetas de gas, destruyéndolos totalmente no sin antes retirar de las instalaciones del comando todo aquello que les parecía de utilidad hasta la vestimenta de cada agente. (…) Viviendas destruidas totalmente y que merecen tramitar el subsidio del INURBE para estos casos de eventos terroristas: 1. MARLENNE [sic] CARDONA CARDONA (…). 2. LUCILA GUTIERREZ (…); 3. FRANCISCO ALBERTO E IVÁN DARÍO CORREA QUINTERO (…). Viviendas destruidas parcialmente: (…) 24. HERNÁN DARÍO MACHADO (…)”. 

· Folio 149 del cuaderno principal: Acta de inspección judicial realizada el 6 de agosto de 2000 que tenía por objeto precisar la ubicación de las instalaciones oficiales atacadas por la guerrilla (comando de policía y Banco Agrario), la de las viviendas que fueron destruidas, en la que se mapea la calle 6 entre la carrera 4 y la calle de La Sucia, y en donde establece con claridad la ubicación de los inmuebles cuya reparación se solicita, con respecto a la ubicación del comando de la Policía y la sede del Banco Agrario. 

5. La valoración probatoria y conclusiones

El acervo probatorio así constituido, permite tener por demostrado que el 5 de agosto de 2000, la población de El Carmen de Atrato fue víctima de una violenta incursión guerrillera dirigida contra la estación de policía y el Banco Agrario que resultó no sólo en su destrucción, sino en la de las viviendas vecinas incluidas las de los demandantes. 

5.1. El daño antijurídico

De acuerdo con lo que ha establecido esta Sección, al estudiar los procesos de reparación directa es indispensable abordar primeramente, lo relativo a la existencia o no del daño y si el mismo puede o no considerarse antijurídico; solo bajo la premisa de la existencia del daño antijurídico se ha de “realizar la valoración del otro elemento de la responsabilidad estatal, esto es, la imputación del daño al Estado, bajo cualquiera de los distintos títulos que para el efecto se ha elaborado”
. 

En el caso sub lite, la disminución patrimonial de Lucila Gutiérrez Saldarriaga, Hernán Machado Vásquez, Marlene de Jesús Cardona Cardona y Francisco Alberto e Iván Darío Correa Quintero, originada en la destrucción de los inmuebles de su propiedad con ocasión de la incursión guerrillera ocurrida 5 de agosto de 2000, es suficiente para acreditar el daño antijurídico del cual se derivan los perjuicios cuya reparación solicitan. 

5.2. La imputación

Ahora, desde el plano de la imputación, corresponde determinar si la disminución patrimonial de Lucila Gutiérrez Saldarriaga, Hernán Machado Vásquez, Marlene de Jesús Cardona Cardona y Francisco Alberto e Iván Darío Correa Quintero, originada en la destrucción de los inmuebles de su propiedad, es imputable a las entidades demandadas, o si por el contrario, es atribuible a una causa extraña.

El acervo probatorio permite concluir que los daños son imputables a la entidad demandada por cuanto “en este caso resulta aplicable la teoría del daño especial, habida cuenta que el daño, pese que se causó por un tercero, lo cierto es que ocurrió dentro de la ya larga confrontación que el Estado ha venido sosteniendo con grupos subversivos, óptica bajo la cual, no resulta constitucionalmente aceptable que el Estado deje abandonadas a las víctimas y, que explica que la imputación de responsabilidad no obedezca a la existencia de conducta alguna que configure falla en el servicio, sino que se concreta como una forma de materializar los postulados que precisamente justifican esa lucha contra la subversión y representan y hacen visible y palpable, la legitimidad del Estado”
. Lo anterior, en virtud de lo expuesto ad supra en relación con el título de responsabilidad aplicable al caso concreto. 

6. La liquidación de perjuicios

In virtud del principio de non reformatio in pejus, esta Subsección actualizará la condena establecida en primera instancia en lo referido al daño emergente solicitado por los actores con ocasión de la destrucción de sus inmuebles y mantendrá la negativa con respecto al reconocimiento del daño emergente por la pérdida de los bienes y enseres que había en dichos inmuebles
. 

En cuanto a lo reconocido a título de perjuicios morales, se disminuirá lo reconocido a favor de Lucila Gutiérrez Saldarriaga y Marlene Cardona Cardona con base en lo sostenido en un sin número de pronunciamientos anteriores
, para que les sean reconocidos 50 smlmv a cada una.

En lo que se refiere a lo pretendido a título de daño emergente futuro por los cánones de arrendamiento que la señora Lucila Gutiérrez Saldarriaga se vio obligada a cubrir como consecuencia de la destrucción de su inmueble, daño que pretende probar aportando copia del contrato de arrendamiento Nro. VU-2278774 que reposa a folio 36 del cuaderno principal, y en el que consta que ésta tomó en arriendo el 9 de agosto de 2000 un inmueble de propiedad de Albeiro Agudelo ubicado en la carrera primera del municipio El Carmen de Atrato por un canon de $100,000 mensuales a dos años, se advierte que no hay prueba de los pagos que por dicho concepto se hubieran efectivamente realizado, motivo por el cual esta Subsección no los tendrá por probados tal y como lo ha sostenido de manera reiterada
. 
Lo mismo sucede con lo pretendido por Marlene de Jesús Cardona Cardona quien aporta copia del contrato de arrendamiento Nro. VU-4937765 que reposa a folio 68 del cuaderno principal, y en el que consta que ésta tomó en arriendo el 7 de agosto de 2000 un inmueble de propiedad de Olga Ligia Vasquez Rivera ubicado en la Calle de la Policía de El Carmen de Atrato por un cánon mensual de $200,000 mensuales a dos años; lo pretendido por Francisco Alberto Correa quien aporta copia del contrato de arrendamiento Nro. VU-4937766 que reposa a folio 55 del cuaderno principal, y en el que consta que éste tomó en arriendo el 7 de agosto de 2000 un inmueble de propiedad de Consuelo Quintero Gutiérrez ubicado en la Calle 6#1-07 de El Carmen de Atrato por un cánon mensual de $200,000 mensuales a dos años; y lo pretendido por Hernán Darío Machado quien aporta copia del contrato de arrendamiento Nro. VU-4937767 que reposa a folio 43 del cuaderno principal, y en el que consta que éste tomó en arriendo el 5 de agosto de 2000 un inmueble de propiedad de Guido Conde Baldrich ubicado en la calle Manzanares # 3-57 del municipio de El Carmen de Atrato por un canon de $100,000 mensuales a término indefinido.

En todo caso, el pago de las condenas que favorecen a la señora Lucila Gutiérrez se ordenará a favor de su sucesión por cuanto en la sentencia de tutela este despacho obtuvo noticia sobre su fallecimiento. 

7. La condena en costas

Teniendo en cuenta la actitud asumida por las partes, de acuerdo con lo establecido en el artículo 55 de la ley 446 de 1998 que modifica el artículo 171 del C.C.A., y dado que no se evidencia temeridad ni mala fe de las partes, la Subsección se abstendrá de condenar en costas.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA

Modificar la sentencia apelada, esto es la proferida por el Tribunal Administrativo de Chocó, el 18 de septiembre de 2003, la cual quedará así:

PRIMERO:
Declarar a la Nación, Ministerio de Defensa Nacional, Policía Nacional, administrativamente responsable por la destrucción de los inmuebles de propiedad de Lucila Gutiérrez Saldarriaga, Hernán Machado Vásquez, Marlene de Jesús Cardona Cardona y Francisco Alberto e Iván Darío Correa Quintero. 
SEGUNDO:
Condenar a la Nación, Ministerio de Defensa, Policía Nacional, al reconocimiento y pago de las siguientes sumas de dinero por perjuicios materiales a título de daño emergente: 

	A favor de la sucesión de Lucila Gutiérrez Saldarriaga
	$56’626,099

	A favor de Marlene de Jesús Cardona Cardona
	$50’028,645

	A favor de Hernán Darío Machado Vasquez
	$52’059,480

	A favor de Francisco Alberto Correa Quintero
	$40’963,470

	A favor de Iván Darío Correa Quintero
	$40’963,470


TERCERO: 
Condenar a la Nación, Ministerio de Defensa, Policía Nacional, al reconocimiento y pago de 50 smlmv a favor de la sucesión de la señora Lucila Gutiérrez Saldarriaga, y el mismo monto a favor de Marlene Cardona Cardina por concepto de perjuicios morales. 

CUARTO: 
Negar las demás pretensiones de la demanda.

QUINTO:
Sin costas.

SEXTO:  
Enviar copia de la presente providencia a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas adscrita al Departamento para la Prosperidad Social, y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado.

SEPTIMO: 
Dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo, para lo cual se expedirá copia de la sentencia de segunda instancia, conforme al artículo 115 del C.P.C.
OCTAVO:  
En firme esta providencia envíese el expediente al Tribunal de origen para lo de su cargo, previas las anotaciones de rigor.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ

Presidente de la Sala

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA
� Es preciso advertir que el artículo 308 de la ley 1437 de 2011, dice que el nuevo Código “sólo se aplicará a los procedimientos y las actuaciones administrativas que se inicien, así como a las demandas y procesos que se instauren con posterioridad a la entrada en vigencia. Los procedimientos y las actuaciones administrativas, así como las demandas y procesos en curso a la vigencia de la presente ley seguirán rigiéndose y culminarán de conformidad con el régimen jurídico anterior”.


� “La competencia del juez de segunda instancia se encuentra limitada por el alcance del respectivo recurso de alzada (…) [Es así como], si la apelación debe entenderse interpuesta únicamente en relación con aquello que en el fallo impugnado resultare perjudicial o gravoso para el recurrente, el juez de la segunda instancia está en el deber de respetar y de mantener incólume, para dicho recurrente único –y con ello para el resto de las partes del proceso–, los demás aspectos de ese fallo que no hubieren sido desfavorables para el impugnante o frente a los cuales él no hubiere dirigido ataque o cuestionamiento alguno, puesto que la ausencia de oposición evidencia, por sí misma, que el propio interesado no valora ni estima como perjudiciales para sus intereses los aspectos, las decisiones o las materias del fallo de primera instancia que de manera voluntaria y deliberada no recurrió, precisamente por encontrarse conforme con ellos”. Consejo de Estado; Sala Plena de Sección Tercera; Sentencia de Unificación del 9 de febrero de 2012; Exp. 21060.


� De acuerdo con lo consignado en el decreto 597 de 1988, la cuantía requerida para que un proceso tuviera vocación de doble instancia -cuando la demanda fuera interpuesta en el año 2001-, era de $26’390,000. En el sub lite  se tiene que la mayor pretensión ascendía a $60’563,044 por concepto de daño emergente alegado por uno de los demandantes. 


� Al momento de la presentación de la demanda el 12 de septiembre de 2001, no habían transcurrido los dos años de los que habla la norma para que la acción de reparación directa se encuentre caducada, por cuanto los hechos ocurrieron el 5 de agosto de 2000. 


� Consejo de Estado; Sala Plena de Sección Tercera; Sentencia de Unificación del 9 de febrero de 2012; Exp. 21060


� Al respecto consultar, por ejemplo, Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias del 23 de abril del 2009, Exp. 17160 y del 20 de mayo de ese mismo año, Exp. 16.925. 


� Posición asumida por la Sección Tercera en la sentencia del 9 de junio de 2010; Exp. 18155. No obstante lo anterior, en sentencia de unificación del 13 de mayo de 2014, expediente 23.128, la posición mayoritaria de esta Sección sostuvo que “un nuevo análisis de las normas que regulan la forma como se adquieren y se transmiten los derechos reales -entre ellos el de la propiedad- en nuestro ordenamiento, conducen a la conclusión de que el certificado que expida el registrador de instrumentos públicos en el cual aparezca la situación jurídica de un determinado inmueble y en el cual se identifique como propietario –por la correspondiente inscripción del título que dio lugar a ello- la persona que alegue esa condición en un juicio que se adelante ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo para efectos de acreditar la legitimación en la causa por activa, constituye plena prueba de ese derecho”. – Frente a la anterior decisión, la ponente de esta providencia aclaró el voto, el 10 de julio de 2014, por las razones que constan en la misma –. 





� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 30 de agosto de 2007; Exp. 15932


� Corte Constitucional, Sentencia C-333 de 1996


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 13 de agosto de 2008; Exp. 17042


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 30 de agosto de 2007; Exp. 15932


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 12 de julio de 1993; Exp. 7622


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 9 de junio de 2010; Rad. 1998-0569


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 27 de noviembre de 2002; Exp. 13774


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 19 de abril de 2012; Exp. 21515


� En lo que concierne a la definición de Conflicto Armado Interno, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, caso “La Tablada” – Informe No. 55/97, Caso No. 11.137  - Juan Carlos Abella vs. Argentina, 18 de noviembre de 1997, lo definió de la siguiente manera: “En contraste con esas situaciones de violencia interna, el concepto de conflicto armado requiere, en principio, que existan grupos armados organizados que sean capaces de librar combate, y que de hecho lo hagan, y de participar en otras acciones militares recíprocas, y que lo hagan.  ….  Los conflictos armados a los que se refiere el artículo 3, típicamente consisten en hostilidades entre fuerzas armadas del gobierno y grupos de insurgentes organizados y armados”.  


� “De lo anterior se desprende, entonces, que el título jurídico más correcto para determinar la responsabilidad de reparar un daño será aquel que pase el análisis como el más justo. Pero ¿Qué es lo justo? Es bien sabido que el tema es particularmente álgido en nuestros días y admite muchos enfoques de escuelas del pensamiento jurídico. No obstante si partimos de la aceptación de que la justicia es dar a cada uno lo suyo según la celebérrima sentencia de Ulpiano podemos explorar una respuesta. En efecto, esta definición, permite comprender lo que es la injusticia, que contrario a reconocer el Derecho, implica desconocerlo, lesionarlo, negarlo”. 


� Al respecto, ver sentencias de febrero 3 de 2002, Exp: 12497; 25 de julio de 2002, Exp: 13811; 1° de noviembre de 2001, AP-263; y 21 de agosto de 2003, AP-01289.


� Corte Constitucional; Sentencia T-269 de 2012


� 


� Al respecto debe preverse que el artículo 40 de la Ley 153 de 1887 estableció: “Artículo  40. Modificado por el art. 624, Ley 1564 de 2012. Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. Pero los términos que hubieren empezado a correr, y las actuaciones y diligencias que ya estuvieren iniciadas, se regirán por la ley vigente al tiempo de su iniciación.”


� Al respecto debe tenerse en cuenta lo dispuesto por el artículo 103 del C.C.A. 


� Corte Constitucional, Sentencia T-264 de 2009


� Corte Constitucional, Sentencia T-159 de 2007


� Corte Constitucional, sentencia de tutela SU-768 del 16 de octubre de 2014.


� Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A, sentencia de 15 de febrero de 2012, Rad. 11001-03-15-000-2012-00035-00(AC), M.P. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia de 29 de agosto de 2013, Exp. 27.521, M.P. Stella Conto Díaz del Castillo.  


� Folios 39, 44, 59 y 68 a 83 del cuaderno principal


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 7 de marzo de 2011; Exp. 20171. Valga la pena advertir que el artículo 16 del Decreto 1736 que corrigió la ley 1564 de 2012 -por medio de la cual se expidió el Código General del Proceso y se dictaron otras disposiciones-, derogó el inciso primero del artículo 215 de la ley 1437 de 2011 - Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo-, al que hace mención esta referencia, luego las normas que continuaron rigiendo las condiciones del valor probatorio de las copias simples fueron los artículos 252 y siguientes del CPC, que finalmente perdieron vigencia desde el primero de enero de 2014 de acuerdo con las indicaciones contenidas en el artículo 627 de dicho compendio normativo (Código General del Proceso).


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 9 de mayo de 2011; Exp. 36912


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia de 18 de febrero de 2010; Exp. 17885 


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 19 de abril de 2012; Exp. 21515


� Ra = Rh * índice final (marzo de 2015 fecha de la presente sentencia) / índice inicial (septiembre de 2003 fecha de la sentencia de primera instancia)


� Ver, entre otras: Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 26 de febrero de 2014; Exp. 28231





� Ver por ejemplo: Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 26 de septiembre de 2013; Exp. 28393








